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Aportaciones de las mujeres  
a la configuración del pensamiento  
del Derecho en México: una lectura  
desde el feminismo jurídico.

María Suhey Tristán Rodríguez1

	 Resumen
El artículo analiza las contribuciones de las mujeres al pensamiento jurídico 
mexicano desde una perspectiva de feminismo jurídico crítico. Sostiene que 
el Derecho ha sido históricamente un campo patriarcal que excluyó a las 
mujeres del conocimiento jurídico en sus dos vertientes: en su ejercicio y en 
su producción. La incorporación femenina al ámbito legal en los siglos XIX y 
XX significó una ruptura epistemológica y política que evidenció el carácter 
androcéntrico del Derecho. A través de figuras pioneras como Hermila 
Galindo, María Asunción Sandoval, Cuca García, María Cristina Salmorán, 
María Lavalle Urbina, Margarita García Flores y Griselda Álvarez, este artículo 
muestra cómo las mujeres transformaron la noción de ciudadanía, justicia y 
sujeto jurídico. Asimismo, articula esta genealogía con los aportes del femi-
nismo latinoamericano, que denuncia la falsa neutralidad del Derecho, rei-
vindica la igualdad sustantiva y reconoce el valor epistémico de la experiencia 
femenina. Concluye que estas trayectorias abrieron grietas en la hegemonía 
masculina, consolidando una nueva racionalidad jurídica comprometida 
con la emancipación y la pluralidad epistémica.

Palabras clave: feminismo jurídico; pensamiento jurídico mexicano; pione-
ras del Derecho.
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Abstract 
The article examines the contributions of women to Mexican legal thought 
through a critical feminist legal perspective. It argues that law has historica-
lly been a patriarchal field that excluded women from both practice and the 
production of legal knowledge. Women’s entry into the legal profession 
during the nineteenth and twentieth centuries represented an epistemolo-
gical and political rupture that revealed the androcentric nature of law. 
Through the pioneering figures of Hermila Galindo, María Asunción Sandoval, 
Cuca García, María Cristina Salmorán, María Lavalle Urbina, Margarita García 
Flores, and Griselda Álvarez, the study shows how women redefined notions 
of citizenship, justice, and legal subjectivity. The text links this genealogy to 
Latin American feminist theory, which exposes the false neutrality of law, 
advocates for substantive equality, and acknowledges the epistemic value 
of women’s lived experience. It concludes that these trajectories opened 
cracks in male hegemony, consolidating a new legal rationality committed 
to emancipation and epistemic plurality.

Keywords: feminist legal theory; Mexican legal thought; women pioneers in 
law.

Introducción
Durante buena parte de la historia, el Derecho mexicano constituyó un ámbito 
vedado para las mujeres. Tradicionalmente concebido como un espacio técnico y 
masculino, sus instituciones funcionaron como mecanismos de exclusión que 
replicaban los límites de género impuestos por la estructura patriarcal. En conse-
cuencia, las mujeres no solo fueron marginadas del ejercicio de los derechos polí-
ticos y civiles, sino también del derecho a producir conocimiento jurídico y ocupar 
posiciones de autoridad en su interpretación y aplicación. Esta exclusión, tanto 
simbólica como material, configuró un orden normativo sin presencia femenina, 
cimentado en la ficción de un sujeto universal masculino2.

El ingreso de las mujeres al ámbito jurídico nacional, a finales del Siglo XIX y durante 
el Siglo XX, representó una ruptura de carácter tanto epistemológico como político. 
Al incorporarse a espacios académicos y profesionales dominados por varones, las 
pioneras no solo reivindicaron derechos individuales, sino que también pusieron 

2	 La formulación de un “sujeto universal masculino” en el Derecho ha sido problematizada por la 
teoría feminista latinoamericana. Alda Facio (2000) y Lorena Fries (2000) explican que el Derecho 
moderno, lejos de ser un sistema neutro, constituye un dispositivo patriarcal construido sobre la 
idea de un sujeto racional abstracto que, en realidad, corresponde al varón blanco, adulto y hete-
rosexual. Esta pretendida neutralidad jurídica legitima la exclusión de las mujeres y reproduce 
una estructura de poder que invisibiliza la diferencia. Silvia Federici (2010) ha mostrado que la 
conformación del sujeto moderno del Derecho está vinculada con los procesos históricos de dis-
ciplinamiento del cuerpo femenino y con la exclusión de las mujeres del ámbito del conoci-
miento. En su análisis, la acumulación originaria del capital y la emergencia del Estado moderno 
se sustentaron en la expropiación del cuerpo, del trabajo y del saber de las mujeres.
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en entredicho los cimientos del propio saber jurídico. Su presencia en las aulas, los 
tribunales y los foros legislativos reveló que la supuesta imparcialidad del Derecho 
no era más que una construcción sustentada en el androcentrismo. Mostraron, 
además, que la racionalidad jurídica no era exclusiva de los hombres, sino que 
podía ser también femenina, situada y comprometida con causas diversas que el 
Derecho androcéntrico no había tomado en cuenta.

En la mayoría de los casos, estas primeras juristas, precursoras de los derechos 
humanos de las mujeres, se formaron en un entorno profundamente desigual en 
que el acceso a la educación superior requería no solo mérito intelectual, sino 
capital cultural, respaldo institucional y, con frecuencia, una posición económica 
privilegiada. Este factor resultó fundamental, como advierte la crítica feminista 
interseccional3: las primeras mujeres que ingresaron al Derecho lo hicieron desde 
condiciones sociales, raciales y económicas que las distanciaban de la mayoría de 
las mujeres mexicanas. La posibilidad de estudiar, litigar o legislar fue un privilegio 
reservado a quienes podían habitar espacios letrados. Por ello estas conquistas, 
aunque significativas en términos históricos, no se tradujeron de inmediato en una 
mejora sustantiva de las condiciones de vida de las mujeres indígenas, rurales o de 
clases populares4.

No obstante, su papel fue decisivo. Nombrarlas y reconocer sus aportes no implica 
ignorar las desigualdades estructurales que persistían, sino comprender el proceso 
histórico mediante el cual el Derecho —como campo de poder— comenzó a posi-
bilitarles su ejercicio. Las trayectorias de estas pioneras abrieron grietas en la hege-
monía masculina y permitieron vislumbrar otras formas posibles de ciudadanía y 
justicia.

Entre las figuras que integran esta genealogía destacan María Asunción Sandoval, 
María del Refugio García, María Cristina Salmorán, María Lavalle Urbina, Margarita 
García Flores y Griselda Álvarez. Desde sus distintos ámbitos de actuación —la abo-
gacía, la judicatura, la legislación, el magisterio o la política— contribuyeron a refor-
mular la noción de justicia e introdujeron en el lenguaje jurídico categorías 
vinculadas con la igualdad, la ciudadanía y los derechos sociales.

3	 La teoría interseccional es útil para comprender cómo las diferentes formas de opresión se entre-
lazan y se refuerzan entre sí, exacerbando la vulnerabilidad de ciertos grupos de mujeres a la 
violencia de género.

4	 En paralelo al ingreso de las primeras mujeres en el Derecho institucional, surgieron también 
figuras del feminismo socialista y comunista que, aunque no se desempeñaron como juristas, 
tuvieron un papel activo en la defensa de los derechos de las mujeres desde la lucha obrera y 
política. En este capítulo visibilizo a Cuca García y reconozco que, junto a ella, deben nombrarse 
otras militantes como Consuelo “La Roja” Uranga, activista chihuahuense que impulsó la organi-
zación sindical —como en el caso de los petroleros de Veracruz— y fue encarcelada por sus mani-
festaciones políticas, articulando feminismo y comunismo. Asimismo, destaco a Benita Galeana, 
una de las comunistas más documentadas; su autobiografía y las biografías posteriores mues-
tran que fue encarcelada en numerosas ocasiones —se estima hasta cincuenta y ocho veces— y 
que su militancia se concentró en articular memoria, género y lucha social (Méndez & Rojas, 
2019).
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Analizar sus trayectorias desde una perspectiva crítica e interseccional permite 
evitar lecturas lineales o meramente celebratorias. Si bien estas mujeres simboli-
zan avances indiscutibles, también encarnan las tensiones propias de una época 
en la que el acceso femenino a las instituciones dependía, en gran medida, de su 
capacidad para adaptarse a un modelo masculino de éxito profesional. En muchos 
casos, su estrategia consistió en abrir espacios de participación sin confrontar 
abiertamente las jerarquías de clase, raza o género. Este dato no disminuye la rele-
vancia de sus aportaciones, pero sí exige situarlas dentro de su contexto histórico y 
político.

La crítica feminista al Derecho como punto de partida
Los estudios feministas del Derecho en América Latina han cuestionado de manera 
sistemática la supuesta neutralidad y universalidad de las normas jurídicas. Lejos 
de ser un conjunto de principios objetivos, el Derecho ha operado históricamente 
como un dispositivo cultural y político que reproduce las relaciones de poder 
patriarcales5, determinando quiénes son reconocidos como sujetos plenos de 
derechos y quiénes permanecen subordinados o invisibilizados dentro de su 
estructura.

En esta línea, Alda Facio sostiene que “el sexismo es constitutivo del Derecho y no 
una aberración” (2000, p. 17). Su planteamiento pone en evidencia que la figura del 
sujeto universal que ha privilegiado la dogmática jurídica no es neutra, sino res-
ponde a un perfil específico: varón, adulto, heterosexual, blanco y perteneciente a 
la cultura dominante. Bajo este modelo, las mujeres han sido tratadas como excep-
ciones a la categoría de lo humano: dependientes, incapaces, sujetas de derechos 
condicionados a su papel dentro de la familia. De esta forma, el Derecho no ha 
funcionado como un espacio imparcial, sino como un sistema que consolida la 
exclusión y perpetúa el dominio masculino.

Por su parte, Lorena Fries advierte que el feminismo ha permitido feminizar los 
derechos humanos, es decir, evidenciar que la humanidad jurídica no es abstracta 
ni universal, sino situada y atravesada por relaciones de poder. En sus palabras: 
“una cultura de Derechos Humanos va más allá de un concepto formal de la igual-
dad y alude a una comprensión universal de los derechos que alcance las vidas de 
las mujeres” (Fries, 2000, p. 53). Este enfoque es esencial porque rompe con la dico-
tomía público–privado que, durante siglos, relegó a las mujeres al ámbito domés-
tico y negó la naturaleza jurídica de las violencias que las afectaban. Fenómenos 
como el acoso sexual, la violencia intrafamiliar, la desigualdad en el trabajo no 
remunerado o las restricciones a la autonomía reproductiva fueron considerados 
asuntos privados, y, por tanto, ajenos al escrutinio del Derecho. El feminismo jurí-
dico, en cambio, ha demostrado que esas experiencias pertenecen al ámbito de lo 
público y son materia de derechos humanos.

5	 En términos de Segato (2016), el Derecho codifica una pedagogía de la crueldad que naturaliza 
jerarquías de género, haciendo del cuerpo femenino un territorio de disciplinamiento y control.
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Otro de los aportes de la crítica feminista está en su señalamiento de las limitacio-
nes de la igualdad formal. Aunque la eliminación de normas abiertamente discri-
minatorias representó un avance, esta noción de igualdad abstracta se construyó 
tomando al varón como medida de lo humano. Como afirma Laura Pautassi, gran 
parte de las políticas estatales siguen concibiendo a las mujeres como dependien-
tes, o bien reproductoras de la vida familiar, sin reconocerlas como ciudadanas 
autónomas con proyectos de vida propios (2000). En este sentido, la igualdad jurí-
dica puede operar como una estrategia de asimilación al modelo masculino, sin 
cuestionar las desigualdades materiales y estructurales que persisten en la reali-
dad social.

Otro eje central de esta crítica se relaciona con la necesidad de repensar las meto-
dologías jurídicas tradicionales. El feminismo ha mostrado que el conocimiento 
jurídico producido desde la abstracción, la supuesta objetividad y la autoridad de 
juristas varones excluye los testimonios y experiencias vitales de las mujeres. Incluir 
sus voces no constituye solo un acto simbólico, sino un cambio epistemológico: 
implica replantear el sentido mismo de la justicia y de la producción de normas 
(Facio, 2000). 

En síntesis, la crítica feminista al Derecho (Herrera, 2000) revela que las aportacio-
nes de las mujeres han sido y son indispensables para la transformación jurídica 
contemporánea porque:

	■ Desnudan la falsa neutralidad del Derecho y sus fundamentos 
androcéntricos.

	■ Visibilizan las violencias y desigualdades históricamente ignoradas, supe-
rando la separación entre lo público y lo privado.

	■ Reformulan la noción de ciudadanía y de sujeto de derechos, situando 
como principio rector la autonomía femenina.

	■ Incorporan metodologías jurídicas que reconocen el valor epistémico de 
la experiencia y la voz de las mujeres.

	■ Promueven paradigmas de justicia incluyentes, orientados a la igualdad 
sustantiva más que a la mera igualdad formal.

Bajo esta perspectiva, las contribuciones de las mujeres al pensamiento jurídico 
mexicano no pueden analizarse de manera aislada al marco teórico que ofrece el 
feminismo jurídico. Es precisamente desde este horizonte crítico que se explican 
los procesos de cambio, las resistencias institucionales y las categorías analíticas 
que hoy reconfiguran el Derecho en México.
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Las pioneras mexicanas del Siglo XX
Durante la primera mitad del Siglo XX, el Derecho mexicano se desarrolló bajo pará-
metros profundamente excluyentes hacia las mujeres. Como muestra Cano (2000), 
el proceso de profesionalización en México durante el Porfiriato estuvo atravesado 
por códigos de honor y moral restrictivos del acceso femenino a las ciencias y al 
Derecho, configurando una división sexual del conocimiento. La participación polí-
tica femenina era prácticamente inexistente: el derecho al voto y a ser electas en 
cargos públicos se reconoció apenas en 1953, más de tres décadas después de la 
Revolución Mexicana y de la promulgación de la Constitución de 1917.

Esa exclusión política se reflejaba con nitidez en el ámbito jurídico. Las profesiones 
vinculadas con el Derecho —la abogacía, la judicatura, el notariado, el ministerio 
público— eran concebidas como espacios reservados para los hombres. La forma-
ción jurídica se impartía en instituciones dominadas por varones, donde las 
mujeres eran vistas como intrusas, o ajenas a los debates técnicos. Se sostenía, 
incluso desde el discurso académico, que la racionalidad jurídica y la capacidad 
argumentativa eran atributos incompatibles con la sensibilidad femenina 
(Secretaría de Cultura, Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones 
de México y Gobierno del Estado de México, 2017).

En este escenario, que conjugaba el discurso de igualdad posrevolucionaria con 
prácticas patriarcales persistentes, algunas mujeres lograron irrumpir en la educa-
ción superior y en las instituciones jurídicas. Aunque su número fue reducido, sus 
trayectorias representaron rupturas simbólicas de enorme relevancia: desafiaron 
la idea de que el Derecho era patrimonio exclusivo de los hombres y comenzaron a 
producir discursos que reivindicaban los derechos de las mujeres.

Hermila Galindo Acosta
Hermila Galindo Acosta (1886–1954) puede considerarse una precursora del pensa-
miento jurídico feminista en México. Aunque no fuera jurista en sentido estricto, su 
obra intelectual y política sentó las bases conceptuales de lo que décadas más 
tarde se consolidaría como la crítica feminista al Derecho. Durante el periodo revo-
lucionario, Galindo irrumpió en la esfera pública con una claridad y determinación 
que desafiaban tanto al conservadurismo moral como al monopolio masculino del 
discurso jurídico.

Tras los años iniciales de la Revolución mexicana (1910–1914), el activismo de las 
mujeres se orientó principalmente hacia las demandas de justicia social y las luchas 
políticas que buscaban el bienestar común, dejando en segundo plano las reivindi-
caciones específicamente feministas. Fue a partir de 1915 cuando comenzó a conso-
lidarse un proyecto feminista articulado con el constitucionalismo, impulsado por la 
creación de asociaciones de mujeres, la celebración de los congresos feministas de 
Mérida (1916 y 1917) y la aparición de nuevas plataformas de difusión. En este contexto 
surgió la revista La Mujer Moderna (1915–1919), dirigida por Hermila Galindo, desde la 
cual se denunciaba que las leyes mexicanas mantenían a las mujeres en una 
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situación de subordinación civil incompatible con los ideales de justicia proclama-
dos por la Revolución (Rocha, 2013).

En 1917, presentó su candidatura a diputada federal por el Distrito Federal, un 
hecho inédito en su tiempo, ya que las mujeres aún no gozaban del derecho al voto 
ni podían ser electas. Su postulación constituyó un acto de insumisión jurídica y 
una interpelación directa al orden constitucional que negaba a las mujeres el ejer-
cicio de la ciudadanía (Valles Ruiz, 2017).

En su texto La mujer moderna, Galindo sostuvo que “la igualdad no es un privile-
gio, sino una consecuencia lógica de la justicia”, al tiempo de denunciar que el 
Estado mexicano había convertido la maternidad y la domesticidad en instrumen-
tos de control político (Valles Ruiz, 2017, pp. 51-82). Su pensamiento anticipó debates 
que, un siglo después, serían centrales para el feminismo jurídico contemporáneo: 
la autonomía corporal, la educación sexual, la separación entre Iglesia y Estado y la 
igualdad sustantiva ante la ley.

Como señala Valles Ruiz, “la igualdad ciudadana de las mujeres recalcaba Hermila, 
era un asunto de estricta justicia. Solo cuando las mujeres tuviesen acceso al voto, 
consideraba, podrían organizarse para defender sus intereses, los intereses de sus 
hijos y los de la humanidad. Solo con el voto podrían las mujeres combatir la pros-
titución, el alcoholismo, la delincuencia y la criminalidad de los niños y jóvenes” 
(2017, p. 66). Aunque nunca ocupó cargos judiciales ni legislativos, su contribución 
fue fundacional, pues situó en el centro del debate público la idea de que la eman-
cipación femenina requería transformar el orden jurídico. Galindo inauguró así una 
senda que recorrerían, en distintos momentos del Siglo XX, las abogadas y legisla-
doras que llevaron el discurso feminista a las instituciones del Estado. Su legado, 
por tanto, es tanto político como epistemológico: abrió la posibilidad de pensar el 
Derecho desde la experiencia y la voz de las mujeres.

María Asunción Sandoval
María Asunción Sandoval de Zarco es reconocida como la primera mujer en obtener 
el título de abogada en México en 1898, hecho que marcó un precedente funda-
mental en la historia de la educación superior y en la abogacía nacional. Su ingreso 
a la Escuela Nacional de Jurisprudencia significó la ruptura de la barrera de exclu-
sión que había mantenido a las mujeres fuera de los estudios jurídicos, en un con-
texto en el que la universidad apenas comenzaba a abrir sus puertas a las alumnas 
y persistían fuertes prejuicios sobre la supuesta incapacidad femenina para com-
prender los códigos y procedimientos legales (Lira Alonso, 2024).

La trayectoria académica de Sandoval estuvo plagada de obstáculos. Proveniente 
de una familia con recursos limitados, enfrentó resistencias ideológicas y dificulta-
des económicas que solo pudo superar gracias a una pensión otorgada por el 
gobierno de Porfirio Díaz, la cual le permitió concluir sus estudios preparatorios y 
universitarios (Lira Alonso, 2008, 2024). Finalmente, defendió su tesis Derechos del 
hombre como base de la unidad de legislación en el derecho civil, en la que 
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planteó una visión crítica sobre la fragmentación normativa y destacó la importan-
cia de las garantías individuales como fundamento de las instituciones jurídicas.

Su inserción en el ámbito jurídico fue relevante no solo por la excepcionalidad del 
caso, sino porque abrió una ruta de legitimación profesional: demostró que las 
mujeres podían formarse y ejercer el Derecho con solvencia técnica. La prensa de 
la época, como El Imparcial y El Universal, destacó su primera defensa penal, cele-
brando tanto su conocimiento jurídico como su elocuencia, en un tono que refle-
jaba a la vez admiración y asombro (Lira Alonso, 2024). Aunque su nombre no suele 
vincularse a reformas legislativas de gran alcance, su figura posee un peso simbó-
lico incuestionable como precursora del feminismo jurídico en México, al represen-
tar la posibilidad de que las mujeres irrumpieran en espacios históricamente 
masculinos.

Además de su desempeño profesional, Sandoval participó activamente en proyec-
tos feministas de su tiempo, como la revista La Mujer Mexicana y la Sociedad 
Protectora de la Mujer, desde donde impulsó la ampliación de oportunidades edu-
cativas, la mejora de los salarios femeninos y la promoción de reformas legales 
orientadas a la igualdad (Lira Alonso, 2024). 

Su trayectoria no puede entenderse de forma aislada, sino como parte de un 
proceso histórico más amplio de inserción femenina en las profesiones y en el 
ámbito científico durante los siglos XIX y XX. Como afirma Rivera (2019), Sandoval 
se inscribe en una genealogía de mujeres que, al transgredir las normas de género 
de su época, contribuyeron a transformar la cultura profesional y a redefinir el 
papel de las mujeres en la esfera pública.

María Cristina Salmorán
El nombramiento de María Cristina Salmorán como primera mujer ministra de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación (1961–1974) constituyó un acontecimiento 
sin precedentes en la historia jurídica mexicana. Por primera vez, una mujer se 
integraba al máximo órgano de interpretación constitucional del país, responsable 
de salvaguardar los derechos fundamentales. Su designación no fue meramente 
simbólica: acreditó con su trayectoria que las mujeres poseían la formación, la 
capacidad técnica y la ética profesional necesarias para desempeñar los más altos 
cargos del Poder Judicial, en un entorno dominado por varones y aún escéptico 
respecto a la idoneidad de las juristas (Bolívar Galindo, 2017).

Nacida en Oaxaca en 1918, Salmorán creció rodeada de mujeres pioneras que mar-
caron su carácter y determinación: su abuela fue médica titulada en 1893 y su 
madre, profesora normalista desde 1909 (Bolívar Galindo, 2017). Su especialización 
profesional se centró en el ámbito laboral, donde se distinguió como la primera 
mujer en presidir la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, además de represen-
tar a México en diversos foros internacionales, muchos de ellos vinculados con los 
derechos de las mujeres (Bolívar Galindo, 2017).
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En 1961, el presidente Adolfo López Mateos la designó ministra de la Suprema 
Corte. Su nombramiento provocó resistencia entre ciertos sectores del gremio jurí-
dico, que ponían en duda la capacidad femenina para ocupar un cargo de tal jerar-
quía. Frente a estas posturas, Salmorán respondió con trabajo y rigor jurídico, 
consolidándose como una figura respetada en la impartición de justicia. Su des-
empeño abrió las puertas para que otras juristas, como Livier Ayala Manzo, Gloria 
León Orantes, Fausta Moreno Flores, Martha Chávez Padrón y Victoria Adato de 
Ibarra, siguieran su camino (Bolívar Galindo, 2017).

Durante más de cuatro décadas de ejercicio profesional, su obra jurídica se centró 
en la justicia laboral, materia en la que dejó resoluciones y criterios de referencia. 
En el homenaje por su retiro, el ministro Leopoldino Ortiz Santos destacó que 
Salmorán “rompió las barreras tradicionales que tenían las mujeres para desempe-
ñar puestos de gran responsabilidad en nuestro gobierno” (Bolívar Galindo, 2017). 
Su fallecimiento en 1993 dejó un legado de integridad y compromiso con la justicia. 
En palabras de sus colegas, ingresó “por la puerta grande a la historia de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación como primera ministra de este alto tribunal” (Bolívar 
Galindo, 2017).

María del Refugio “Cuca” García
María Refugio García Martínez, conocida como “Cuca” García, nació en Taretan, 
Michoacán, en 1889, en una familia de clase media rural. Desde joven se formó 
como maestra normalista, convencida de que la educación era un medio para 
transformar las condiciones sociales de los sectores más pobres. Identificada con 
las ideas del general Francisco J. Múgica, participó en la fundación del Partido 
Socialista Michoacano en 1917, donde fue reconocida por su compromiso con las 
causas obreras y campesinas (Oikión Solano, 2009).

Tras la persecución de los mugiquistas, se trasladó a Veracruz y posteriormente a la 
Ciudad de México, donde dirigió la Agrupación de Socialistas Michoacanos. Su acti-
vismo combinó la organización política con la docencia; a su regreso a Michoacán, 
impulsó diversos proyectos educativos rurales durante el gobierno de Múgica. 
Cabe destacar que hasta ese momento en Michoacán no se había considerado a 
ninguna mujer para desempeñar el cargo de inspectora escolar, función que 
asumió María del Refugio en 1923 en la zona oriental de la entidad (Rojas, 2024). 
Asimismo, fundó escuelas, gestionó recursos para comunidades campesinas y 
denunció las prácticas patronales que obstaculizaban la educación de los hijos de 
los trabajadores (Oikión Solano, 2009).

Su experiencia como maestra y militante la llevó a comprender que la emancipa-
ción de las mujeres pasaba por su formación intelectual y participación política. A 
fines de la década de 1910 fundó, junto con Juana B. González, el Consejo Nacional 
de Mujeres, posteriormente integrado al Partido Comunista Mexicano bajo el 
nombre de Consejo Feminista Mexicano. En ese espacio coincidió con mujeres 
como Elena Torres, Julia Nava Ruisánchez y Stella Carrasco, quienes compartían la 
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convicción de que la educación y el trabajo eran pilares de la igualdad (Oikión 
Solano, 2009).

Durante el cardenismo, García fue parte de la Confederación Revolucionaria 
Michoacana del Trabajo y participó en el Congreso Socialista Femenino de 
Pátzcuaro, antecedente del Frente Único Pro Derechos de la Mujer (FUPDM), 
fundado en 1935 (Oikión Solano, 2009). Este frente, que llegó a reunir miles de afi-
liadas en todo el país, buscaba la igualdad jurídica, el derecho al trabajo, la educa-
ción, así como la protección a la maternidad. Cuca García, entonces secretaria 
general, jugó un papel decisivo en su consolidación y en la vinculación con sindica-
tos y movimientos campesinos (García, 2021). En este sentido, destaca Tuñon: 

El hecho de que Cuca García detentara el principal puesto directivo del FUPDM, antes 
que referirnos de manera inmediata a la hegemonía comunista nos habla de la nece-
sidad de que una mujer de amplio consenso dirigiera la organización unitaria. Como 
condición indispensable para la supervivencia y crecimiento del Frente, la misma 
Cuca García contaba con la existencia de un grupo de dirección no formal que asumía 
el trabajo organizativo y que funcionaba como puente natural con los grupos de base 
(Tuñon, 2013).

Aunque en sus inicios el sufragio no fue una prioridad, el FUPDM hizo de él su prin-
cipal bandera hacia 1937. Ese mismo año, cuando se negó el registro de candidatu-
ras femeninas, Refugio García protestó frente a la residencia del presidente Lázaro 
Cárdenas, en un gesto de gran simbolismo que evidenció las contradicciones del 
discurso revolucionario respecto a la igualdad de género (Oikión Solano, 2009).

Si bien la reforma constitucional no prosperó en aquel momento, la lucha de García 
y de otras feministas estableció las bases para el reconocimiento del voto feme-
nino en 1953. Cano (1991) resalta que esta generación de mujeres transformó la 
noción de ciudadanía al situar la igualdad política como una conquista colectiva, 
resultado de décadas de organización y alianzas de aquellas que habían sido siste-
máticamente excluidas del sistema.

María Lavalle Urbina
María Lavalle Urbina (1908–1996) es una de las figuras más relevantes en la intersec-
ción entre el Derecho y la política mexicana del Siglo XX. Egresada de la Escuela 
Nacional de Jurisprudencia, su formación académica le permitió acceder a espa-
cios institucionales inéditos para las mujeres de su época. En 1965 alcanzó un logro 
simbólico y político excepcional: fue la primera mujer en presidir el Senado de la 
República, un órgano históricamente dominado por hombres (Vidal Fócil, 2021; 
IEEC, s. f.).

Su presidencia no fue meramente representativa. Desde la tribuna senatorial, 
Lavalle Urbina impulsó una agenda orientada a fortalecer los derechos laborales 
de las mujeres, la igualdad formal ante la ley y la ampliación de su participación 
política. Sus intervenciones evidenciaron que las mujeres no debían limitarse al 
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ámbito privado, sino reclamar el ejercicio pleno de sus derechos civiles, políticos y 
sociales (Diputados, s. f.; IEEC, s. f.).

Su desempeño en el Senado legitimó la idea de que las mujeres podían contribuir 
a la producción normativa con la misma solvencia que sus pares varones. Este tipo 
de presencia institucional fue determinante para modificar los imaginarios socia-
les que asociaban el poder político con la masculinidad, y para afirmar que la 
paridad no era una concesión, sino una condición inherente a la democracia.

Lavalle Urbina desempeñó también otros cargos públicos relevantes: fue magis-
trada del Tribunal Superior de Justicia del Distrito y Territorios Federales (1947–
1954), presidenta de la Academia Mexicana de Educación y representante de 
México en organismos internacionales sobre la condición jurídica de la mujer (IEEC, 
s. f.). Por su labor fue galardonada con la Medalla Belisario Domínguez y el Premio 
de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (Vidal Fócil, 2021). A su muerte, en 
1996, sus restos fueron trasladados a la Rotonda de las Personas Ilustres, símbolo 
de su trascendencia nacional. Su legado consolidó la idea de que la política y el 
Derecho podían ser también ámbitos de construcción femenina de poder y 
justicia.

Margarita García Flores
La trayectoria de Margarita García Flores (1922–2005) muestra el surgimiento de un 
feminismo jurídico incipiente que articuló el pensamiento académico, la práctica 
política y la defensa de los derechos sociales. Jurista, legisladora y académica, se 
especializó en Derecho laboral y familiar, áreas en las que introdujo debates crucia-
les sobre corresponsabilidad doméstica, equidad laboral y justicia social con pers-
pectiva de género.

Su carrera política inició en 1949, cuando asumió la Secretaría Femenil de la 
Confederación Nacional de Organizaciones Populares (CNOP) en Nuevo León. 
Posteriormente, fue la primera dirigente femenil del Comité Ejecutivo Nacional del 
PRI (1951–1958), presidenta del Primer Congreso Nacional de la Mujer (1955) y reco-
nocida como Mujer del Año en 1975 y 1978. En 1955 fue electa diputada federal en 
la XLIII Legislatura, integrando el primer grupo de mujeres en la Cámara de 
Diputados junto con Aurora Jiménez de Palacios, Remedios Albertina Ezeta, 
Marcelina Galindo Arce y María Guadalupe Urzúa. Desde ese espacio, impulsó la 
reforma al artículo 4º constitucional para reconocer la igualdad entre mujeres y 
hombres.

Margarita García Flores fue una de las fundadoras de la primera revista feminista 
mexicana, fem, creada en octubre de 1976 junto con Alaíde Foppa. La publicación 
nació con la intención de abrir un espacio de reflexión, análisis y diálogo en torno a 
la situación de las mujeres en México y América Latina. A diferencia de otras expe-
riencias editoriales de carácter feminista —como Cihuat o los nueve números de 
La Revuelta, impresos y distribuidos de manera artesanal—, fem logró consolidarse 
como un proyecto duradero y de gran influencia. Su circulación ininterrumpida 
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hasta 2005 la convirtió en un referente esencial para los feminismos mexicanos, 
latinoamericanos y caribeños. A lo largo de casi tres décadas, la revista reunió a 
pensadoras, escritoras, académicas y militantes de distintas corrientes, que aporta-
ron ensayos, artículos y testimonios personales sobre temas como los derechos 
sexuales y reproductivos, la participación política, la literatura escrita por mujeres y 
la crítica cultural. Gracias a la visión de García Flores y Foppa, fem se transformó en 
una plataforma plural que contribuyó a construir la memoria intelectual y política 
del feminismo en la región (Jaiven, 2017).

En el ámbito académico, García Flores publicó obras fundamentales para el desa-
rrollo del feminismo jurídico mexicano, entre ellas La seguridad social y el bienes-
tar humano (1965), La igualdad jurídica (1975), La política en México, vista por seis 
mujeres (1982) y Seguridad social y la población marginada en México (1989). 
Estas obras contribuyeron a insertar la discusión sobre igualdad y justicia social en 
la doctrina jurídica mexicana (Nava Castillo, 2018).

En entrevistas, solía insistir en que la educación era la herramienta principal de 
emancipación femenina: “yo les digo siempre a las mujeres que estudien tanto 
como estudian los hombres. Así, no tendrán solo un destino: la maternidad y el 
matrimonio, sino que su futuro estará asegurado” (Nava Castillo, 2018, p. 184). Su 
pensamiento vinculó la igualdad jurídica con la transformación cultural, estable-
ciendo un puente entre el Derecho positivo y los cambios sociales necesarios para 
hacerlo efectivo. En 2011, la Cámara de Diputados inscribió su nombre en el Muro 
de Honor del Palacio Legislativo de San Lázaro, en reconocimiento a su legado en 
favor de la igualdad y la democracia paritaria (Nava Castillo, 2018).

Griselda Álvarez Ponce de León
Conocida por haber sido la primera gobernadora en México —cargo que ejerció en 
Colima entre 1979 y 1985—, Griselda Álvarez Ponce de León (1913–2009) fue también 
jurista, educadora, poeta y ensayista. Su formación humanista y jurídica sustentó 
una visión política orientada a la justicia social y a la igualdad de género. Nacida en 
Guadalajara y formada como maestra normalista y licenciada en Letras Hispánicas 
por la UNAM, Álvarez asumió desde joven la educación como “el medio para pro-
gresar”, principio que orientó su obra y su gestión pública (González Freire, 2018).

Su trayectoria en el servicio público fue amplia: se desempeñó como directora de 
Trabajo Social de la Secretaría de Salubridad y Asistencia, subdirectora general de 
Acción Social Educativa en la SEP y jefa de Servicios Sociales del Instituto Mexicano 
del Seguro Social. Fue senadora en 1976 antes de asumir la gubernatura de Colima 
(González Freire, 2018). Desde esas posiciones impulsó políticas públicas centradas 
en el bienestar, la educación y los derechos de las mujeres, bajo una concepción 
humanista del Derecho y del poder.

Además, su obra literaria complementó su pensamiento político. En sus múltiples 
textos Álvarez reivindicó la presencia de las mujeres en la historia nacional y en el 
discurso jurídico, vinculando la escritura con la transformación social (González 
Freire, 2018). 
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Conclusiones
A lo largo del Siglo XX, maestras, legisladoras, juristas, periodistas, militantes y aca-
démicas confluyeron en una misma tentativa: ampliar el horizonte del reconoci-
miento jurídico y de los derechos de las mujeres. Desde la escritura y el debate 
público, Hermila Galindo problematizó la subordinación civil femenina y colocó el 
tema de la igualdad en el centro del discurso revolucionario. María Asunción 
Sandoval, al obtener el título de abogada, desafió los prejuicios sobre la supuesta 
incapacidad intelectual de las mujeres y posibilitó su ingreso a la educación jurí-
dica. Cuca García articuló el Derecho con la acción colectiva al impulsar proyectos 
educativos y sindicales que reclamaban justicia social y equidad. En las décadas 
posteriores, figuras como María Cristina Salmorán, María Lavalle Urbina y Margarita 
García Flores trasladaron estas luchas al terreno institucional, demostrando que la 
justicia y la legislación también pueden pensarse desde la experiencia femenina.

Cada una, desde su lugar, aportó una pieza al proceso de transformación del pen-
samiento jurídico mexicano. Su actuación permitió desmantelar el mito de la neu-
tralidad del Derecho y evidenciar que la legalidad no podía seguir reproduciendo 
los patrones de exclusión sobre los que se había construido. Su legado se inscribe, 
así, en la historia más amplia de los movimientos de mujeres que, al disputar el 
sentido mismo de la ciudadanía, reconfiguraron el Derecho como un espacio de 
emancipación.

Sin embargo, este proceso no fue homogéneo ni exento de contradicciones. 
Muchas de las pioneras actuaron desde contextos urbanos y con cierto capital 
educativo o económico, lo que limitó el alcance inmediato de sus conquistas a su 
propia esfera de acción. Aun así, su irrupción abrió una grieta decisiva: demostró 
que el pensamiento jurídico podía y debía incluir la voz de las mujeres, al igual que 
la justicia no es un ideal abstracto, sino una práctica social que responde a la vida 
concreta de las personas.

Hoy, el feminismo jurídico recupera esa herencia y la amplía. Las nuevas generacio-
nes de juristas, académicas y defensoras articulan sus luchas con los feminismos 
comunitarios y decoloniales, reivindicando que el Derecho no puede ser un privile-
gio de clase, ni una herramienta de dominación, sino un instrumento para la trans-
formación colectiva y el reconocimiento de la diversidad humana.

Reconocer a estas mujeres es, en última instancia, un acto de justicia histórica. Su 
irrupción fracturó el monopolio masculino del pensamiento jurídico y abrió un 
horizonte de pluralidad epistémica. Por tanto, recordarlas implica recuperar una 
genealogía de saberes que habían permanecido al margen.
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